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Sin lugar a dudas, el calentamiento global y el cambio climático, son algunos de los 

problemas y retos más importantes que la humanidad en su conjunto tiene que resolver 

actualmente. Según la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre Cambio Climático 

(UNFCCC por sus siglas en ingles), el calentamiento global y el cambio climático son un 

hecho real, irrefutable y documentado científicamente. Las evidencias muestran que el 

proceso está avanzando y será irreversible a menos que hagamos algo actualmente. La 

comunidad científica, los organismos internacionales y la mayoría de los gobiernos del 

mundo, excepto la actual administración de Estados Unidos, aceptan y reconocen este 

proceso. Lo que se ha propuesto son dos cosas, reducir las emisiones de gas de efecto 

invernadero (GEI)  y fomentar el uso de energías renovables (ER). A nivel internacional se 

han creado mecanismos que orientan las pautas a tomar con el objetivo de reducir las 

emisiones de GEI. Ejemplo de lo anterior son tanto el Protocolo de Kioto (sellado en 1996,  

firmado en 1997 y que entró en vigor a partir de 2005 pero que nunca fue firmado por Estados 

Unidos) como el Acuerdo de París  (sellado el 12 de diciembre de 2015, firmado el 22 de 

abril de 2016 y que entró en vigor desde el pasado 4 de noviembre de 2016 gracias a la firma 

de más del 55 por ciento de los países que más emiten GEI y al apoyo e impulso de la 

administración Obama). En el Acuerdo de Paris, que sustituye al Protocolo de Kioto, los 

organismos internacionales y los Estados firmantes se han comprometido a reducir  las 

emisiones de gases de efecto invernadero y fomentar el uso de las energías renovables. Con la 

excepción alarmante del nuevo gobierno de Estados Unidos
1
, el resto de la comunidad 

internacional y de los gobiernos nacionales está trabajando, algunos más seriamente que otros, 

en este sentido. Muchos gobiernos han comenzado a diseñar programas, crear leyes, 

estrategias y políticas públicas encaminadas a fomentar el uso de energías renovables en cada 

uno de sus países con el fin de contribuir no sólo a reducir la emisión de GEI, sino que 

impulsan una paulatina transición energética. Efectivamente, hoy más que nunca necesitamos 

reducir nuestras emisiones de gases de efecto invernadero e impulsar las energías renovables 

ahora que tenemos la tecnología.  

                                                           
1
 La nueva administración de Estados Unidos, país responsable de una cuarta parte de las emisiones de gas de 

efecto invernadero, niega el calentamiento global, el cambio climático y está amenazando actualmente con 

salirse del Acuerdo de Paris. Es más, a través de una orden ejecutiva reciente, el nuevo presidente  ya 

desmantelo todas las leyes de la anterior administración que impulsaban las energías renovables. 
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Sin lugar a dudas hay avances en esta materia, pero no los suficientes. Por tal razón, planteo 

las siguientes preguntas: ¿Las energías renovables son por sí mismas innovadoras en términos 

ecológicos y sociales? Las prácticas de las empresas que impulsan las energías renovables en 

general y la energía eólica en particular ¿son innovadoras en términos ecológicos solamente, o 

también son innovadoras en términos sociales? Las empresas que impulsan las energías 

renovables ¿enfrenta la crisis energética y ecológica por un interese ecológico, social y 

humanitario o lo hacen por un intereses exclusivamente económico? ¿Existen mecanismos 

internacionales que regulen las prácticas de las empresas que impulsan las energías 

renovables? En México, ¿tenemos mecanismos que garanticen buenas prácticas tanto de las 

instituciones del Estado mexicano, como de las empresas que fomentan la producción 

eléctrica a partir de las energías renovables? Desde la experiencia mexicana, los antecedentes 

señalan que no. Que las energías renovables no son ecológicas y justas por sí mismas. Que las 

empresas que están invirtiendo en este nuevo sector no están innovando en sus prácticas en 

términos de justicia social. Por el contrario, sus prácticas reproducen y en algunos casos, 

perfeccionan, lo más denunciado de las viejas prácticas de las empresas, estatales y privadas, 

que explotan los tradicionales recursos energéticos. Peor aún, no existen mecanismos 

internacionales que regulen las prácticas de las empresas que invierten en energías renovables. 

En México, el caso del proyecto eólico del Istmo de Tehuantepec, ha evidenciado las 

prácticas de corrupción, impunidad y abuso que, tanto los tres niveles de gobierno (federal, 

estatal y municipal) como las empresas privadas que impulsan los proyectos, usan para 

imponer sus proyectos a toda costa. Sin importar que se violen derechos y garantías de las 

personas y comunidades, los proyectos se imponen. No importa que se violen derechos 

estipulados y  reconocidos no sólo en la Constitución y las leyes nacionales, sino en los 

tratados internacionales en materia de derechos humanos. El caso del proyecto de energía 

eólica en el Istmo de Tehuantepec es muy ilustrativo en dicho proceso.  

Lo que a continuación se expone es continuación y seguimiento de la investigación Energía 

eólica y conflicto social en el Istmo de Tehuantepec, Oaxaca, México
2
 presentada en el III 

Simposio Internacional de historia de la electrificación (2015). En dicha intervención, señalé 

que los proyectos de energía eólica en  las tierras y territorios del pueblo Ikoots (Huave) y 

Binnizá (Zapoteco del Istmo) en el Istmo de Tehuantepec, Oaxaca, México, representan la 

continuación del despojo de derechos sobre tierras, comercio y soberanía de los pueblos 

indígenas a partir de la actualización neoliberal de la Doctrina del Descubrimiento. Por tal 

razón, la resistencia que las comunidades indígenas hacen en contra de los proyectos eólicos 

es la punta del iceberg de un conflicto social más profundo. Un conflicto social profundo que 

debe ser analizado teórica e históricamente para conocerlo, comprenderlo y explicarlo. En 

otros documentos expongo las bases teóricas e históricas
3
  que me permitieron argumentar 

que dicho conflicto es un nuevo tipo de conflicto social, un conflicto socioterritorial que 

necesita ser analizado a profundidad para poder comprender sus causas y sus potenciales 

consecuencias
4
 si no se aborda de manera seria y profesional.   

En esta ponencia se profundiza en el análisis del conflicto social tanto teóricamente desde la 

geografía política, como coyuntural y políticamente, pues dos proyecto eólicos fueron 

suspendidos ante la presión y movilización social de los comunidades indígenas de los 

pueblos Ikoots (Huave) y Binnizá (Zapoteco del Istmo). Se exponen tanto las implicaciones 

sociales, políticas y geopolíticas de la suspensión de dichos proyectos, como las 

                                                           
2
  <http://www.ub.edu/geocrit/iii-mexico/DiazCarnero.pdf> 

3
  <http://www.ub.edu/geocrit/coloquio2014/Emiliano%20Diaz%20Carnero.pdf>  

4
  <http://132.248.9.195/ptd2016/octubre/511014381/Index.html>  

http://www.ub.edu/geocrit/iii-mexico/DiazCarnero.pdf
http://www.ub.edu/geocrit/coloquio2014/Emiliano%20Diaz%20Carnero.pdf
http://132.248.9.195/ptd2016/octubre/511014381/Index.html
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potencialidades de conflictividad que representa que los proyectos de energía eólica 

reproduzcan viejas prácticas de despojo, desinformación e injusticia que imposibilitan una 

transición energética justa y digna de los hidrocarburos a nuevas fuentes de energía.  

Por tal razón haré una breve cronología de los hechos para posteriormente hacer el análisis del 

conflicto, así como de las implicaciones de la suspensión tanto para la región del istmo, como 

para los retos de la transición energética en México.   

Breve contexto espacio-temporal y cronología de hechos 

Como se señaló en la ponencia del III Simposio, la región del istmo de Tehuantepec es un 

territorio rico en recursos naturales y a su vez es una zona estratégica para el comercio 

internacional (lícito e ilícito). Dicha región, es la que presenta mayor potencial para la 

generación de energía eólica en todo el territorio nacional. Por tal razón, existe un gran 

número de empresas que quieren invertir en este recurso, entre ellas: Endesa, Industria 

Peñoles, Gamesa y Unión Fenosa, Gas Natural Fenosa S.A. de C.V., Iberdrola, Acciona-

Cemex, Fuerza Eólica del Istmo, Generadora de Energía de Oaxaca, Acciona, Demex filial de 

Renovalia Energy, Energía Limpia de CISA-GAMESA, Vientos del Istmo, FEMSA-

Macquaire, Electricte de France EDF-EVM, Eolicatec del Istmo,  Eólicas del Sur, Zapotecas 

de Energía, Grupo Mar, Preneal, Energreen Power, entre otras que participan en el 

denominado “corredor eólico del istmo”. Un corredor en el que según datos oficiales, se tiene 

invertido 4,318 millones de dólares en 21 parques eólicos que cuentan con 1,668 

aerogeneradores distribuidos en toda la región del Istmo de Tehuantepec
5
.  

Pero la región del istmo también es un territorio rico en historia y cultura. Las comunidades 

de los diferentes pueblos indígenas que lo habitan tienen una larga tradición de lucha y 

defensa de sus tierras, territorios, tradiciones y formas de gobierno. Por tal razón hay 

múltiples conflictos en la región que no serán expuestos en esta ocasión. En esta ponencia 

como en la anterior, nos hemos enfocado sólo en el conflicto social generado por la intención 

de instalar un parque eólico de 132 aerogeneradores con una inversión de 750 millones de 

euros promovido tanto por el fondo PGGM de Holanda, como por las empresas Maquarie 

Capital de Australia y la empresa Mitsubishi de Japón con fondos de un prestamos ante el 

Banco Interamericano de Desarrollo (BID). Dicho proyecto eólico se ha intentado imponer en 

dos ocasiones en dos municipios con alta presencia de comunidades indígenas: primero en el 

municipio de San Dionicio del Mar, que tiene gran cantidad de comunidades indígenas 

pertenecientes al pueblo Huave-Ikood;  y posteriormente en el municipio de Juchitán de 

Zaragoza, municipio con amplio número de comunidades indígenas del pueblo Zapoteco-

Binnizá. Cómo se verá a continuación el proyecto eólico fue lanzado primero con el nombre 

de “Barra Santa Teresa”  y se intentó instalar en San Dionicio del Mar a través de la empresa 

Española “Mareña Renovable”. En ese momento, dicho proyecto fue cancelado por la vía 

judicial a través de un amparo. Este hecho, generó que el mismo proyecto trasladara su 

localización y fuera vuelto a ponerse en marcha en el municipio vecino de Juchitán por el 

mismo grupo de inversión, sólo que ahora con el nombre de “Empresa Eólica del Sur”.  A la 

oposición de estos proyectos se han sumado comunidades indígenas de estos municipios 

como de otros municipios aledaños. Estas comunidades se han organizado a través de 

diferentes espacios de lucha como son: la Asamblea de Pueblos de San Dionicio del Mar, la 

                                                           
5
 Belmont, José Antonio y Rodríguez, Oscar. Parque eólico divide a ejidatarios de Juchitán. Milenio Diario, 6 de 

abril de 2015. < http://www.milenio.com/estados/Parque_eolico_divide_a_ejidatarios_de_Juchitan-Oaxaca-

energia_eolica_0_494950535.html>.   

http://www.milenio.com/estados/Parque_eolico_divide_a_ejidatarios_de_Juchitan-Oaxaca-energia_eolica_0_494950535.html
http://www.milenio.com/estados/Parque_eolico_divide_a_ejidatarios_de_Juchitan-Oaxaca-energia_eolica_0_494950535.html
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Asamblea  Popular del Pueblo Juchiteco, así como en la Asamblea de Pueblos Indígenas del 

Istmo de Tehuantepec en Defensa de la Tierra y el Territorio (APIITDTT) y en el Congreso 

Nacional Indígena (CNI).  

Según las narrativas de los comuneros de San Dionicio del Mar todo comenzó  cuando la 

empresa “Mareña Renovable” le otorgó 20.5 millones de pesos al que era presidente 

municipal de San Dionicio del Mar, Miguel Castellanos López del Partido Revolucionario 

Institucional (PRI), con el fin de que él organizara todos los permisos de cambio de uso de 

suelo y de construcción para que en 2011 la empresa comenzara la instalación de 132 

aerogeneradores en 1,643 hectáreas de tierras comunales. Cuando la comunidad se entera de 

lo anterior, deciden parar este despojo y comienza la resistencia. El 29 de enero de 2012 una 

gran movilización social tomó el palacio municipal de San Dionicio del Mar. A partir de ese 

día surge la Asamblea de Pueblos de San Dionicio del Mar en contra del proyecto eólico. En 

ese mismo año, la comunidad interpone un recurso judicial que les fue favorable y que ordenó 

suspender el proyecto. El amparo 739/2012 fue emitido el 7 de diciembre de 2012. El amparó 

fue emitido casi dos meses antes de que grupos priistas intentar recuperar por tercera ocasión 

el palacio municipal por la vía de la fuerza acompañados por elementos de la policía 

municipal y estatal (el primer intento fue el 2 de noviembre de 2012, el segundo fue el 29 de 

noviembre del mismo año y el tercer intento fue el 2 de febrero de 2013, ya con el amparo y la 

suspensión). Intentos que nunca lograron su objetivo por la magnitud de la organización 

comunal que los detuvo. Además de lo anterior, es importante señalar que un día antes de 

haberse emitido el amparo y la suspensión, el Congreso del Estado de Oaxaca creó una 

“comisión especial de intermediación para coadyuvar en la solución al conflicto
6
.  Pues a los 

grupos parlamentarios del pri les interesaba proteger sus propias inversiones que tenían en 

contubernio con sus co-regionarios priistas de San Dionicio del Mar y de la región del Istmo 

de Tehuantepec.  

Ante lo ocurrido en San Dionicio del Mar, el grupo inversor decide trasladar la localización 

de su inversión y proyecto, al mismo tiempo que se cambia de nombre. Se traslada del 

municipio Huave-Ikood de San Dionicio del Mar, al municipio vecino Zapoteco-Binnizá de 

Juchitán. En esa mudanza, la empresa que representa al grupo inversor se cambia de nombre, 

de ser “Empresa Mareña Renovable” se convierte en “Empresa Eólica del Sur”. A través de 

“Eólica del Sur”, en 2013 se comienzan  a gestionar de nuevo los permisos de cambio de uso 

de suelo y de construcción para los mismos 132 aerogeneradores.  

Mientras que la empresa Eólica del Sur hacía lo propio a escala local, regional y estatal, a 

nivel federal en diciembre de 2014 se había publicado la famosa Reforma Energética del 

“nuevo pri”
7
, en la cual, no sólo se privatizaban los recursos petroleros, sino que se esbozó de 

manera general la obligación de que las empresas interesadas en generar energía eléctrica 

presenten además de la famosa manifestación de impacto ambiental (MIA), una evaluación de 

impacto social (EIS) de los proyectos que ejecutaran. Así mismo, se establecía de manera 

general y sin una ley secundaria que la instrumente, un procedimiento de consulta a los 

pueblos indígenas afectados por proyectos de generación de energía.  

                                                           
6
 Matías, Pedro. Ordena Juez suspender proyecto de eólico en el istmo de Tehuantepec. Revista Proceso, 7 de 

diciembre de 2012 <http://www.proceso.com.mx/327301/ordena-juez-suspender-proyecto-eolico-en-el-istmo-

de-tehuantepec >. 
7
 El PRI recuperó la presidencia de la República en el año 2012 con el eslogan de que eran un nuevo partido, un 

nuevo pri “joven”, “honesto” y “renovado”. 

http://www.proceso.com.mx/327301/ordena-juez-suspender-proyecto-eolico-en-el-istmo-de-tehuantepec
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Todo se estaba cocinando para que la nueva empresa Eólica del Sur continuara con el nuevo 

plan rediseñado en 2013. Para ese año, la empresa argumentaba que ya contaba con los 

permisos de la Secretaria de Medio Ambiente, de la Presidencia Municipal de Juchitán y del 

Instituto Nacional de Antropología e Historia. Pero la movilización social que inició en  2012 

nunca se retiró, para 2015 sigue estando presente con mayor fuerza y con mayor organización, 

fortaleciendo la resistencia en contra del proyecto eólico en la región. Esta vez se hace desde 

la Asamblea  Popular del Pueblo Juchiteco, así como desde la Asamblea de Pueblos Indígenas 

del Istmo de Tehuantepec en Defensa de la Tierra y el Territorio (APIITDTT) y en el 

Congreso Nacional Indígena (CNI).  

Las comunidades tanto del Juchitán, como de San Dionicio del Mar, San Mateo del Mar, 

Álvaro Obregón y de otros municipios inicias un procedimiento legal al mismo tiempo que 

refuerzan su movilización y organización social. El 30 de septiembre de 2015, se otorga un 

amparo que suspende de manera provisional los permisos, licitaciones y cambios de uso de 

suelo. El amparo fue interpuesto por 1,666 comuneros de la región y en él, el juez argumenta 

que el proyecto pretende talar la totalidad de la selva tropical sin proponer ninguna de 

compensación. Así mismo, señala que la MIA aprobada por la Secretaria de Medio Ambiente, 

reconoce que el 80 por ciento de los impactos del proyecto son negativos y sólo el 18 por 

ciento reconoce que son positivos
8
.  

Por su parte, el proyecto de consulta fue diseñado en enero de 2015 y se realizó de junio a 

noviembre de 2015 por personal de la Secretaria de Energía. Es importante resaltar que la 

consulta se realizó cuando ya estaban los permisos y las obras en proceso, es decir, no fue 

previa sino posterior, como lo señala tanto la sentencia del 30 de septiembre de 2015, que 

otorga la suspensión provisional, como la sentencia del 11 de diciembre del mismo año, que 

otorga la suspensión definitiva. En la última sentencia, el Séptimo Juez de Distrito del Estado 

de Oaxaca, otorgo la suspensión definitiva del proyecto argumentando que el gobierno federal 

actuó de mala fe en el proceso de consulta, pues ésta, se realizó posteriormente de haberse 

aprobado los permisos y porque nunca se entregó la información completa y específica del 

proyecto a las personas que se les pedía firmaran los contratos de arrendamiento. 

Por último, en ese mismo mes, en diciembre de 2015, el Fondo PGGM de Holanda anunció 

que retiraba su inversión de 250 millones de euros, lo que equivale a una tercera parte de la 

inversión total de 750 millones de euros. El anuncio se da a conocer de manera pública cuatro 

meses después por el corresponsal en México de la agencia Telegraaf y se argumenta que, 

después de 4 años de retraso, el proyecto está estancado y ya no podrá ser rentable
9
. 

Geografía para la paz, algunas breves definiciones básicas 

La praxis del Instituto de Geografía para la paz A.C. (IGP), es decir, el sustento teórico y 

práctico desde el que trabaja, parte de mi propuesta de Geografía para la paz. Propuesta que 

tiene como cimientos tanto mi experiencia personal y profesional, como las concepciones de 

la corriente crítica de la Geografía en general y de la Geografía Política en particular, así 

como de los estudios de paz y de transformación de conflictos desde la perspectiva 

Galtungniana. Desde esta lógica, en la Geografía para la paz que concibo y práctico, toda 

                                                           
8
 Díaz, Gloria. Ordena Juez frenar obras de magaproyecto eólico en Oaxaca. Revista Proceso, 12 de octubre de 

2015 < http://www.proceso.com.mx/417980>. 
9
 Manzo, Diana. Retiran financiamiento a parque eólico en Juchitán. La Jornada,  26 de abril de 2016. 

<http://www.jornada.unam.mx/2016/04/27/estados/030n1est>. 

http://www.proceso.com.mx/417980
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crisis y conflicto implica un reto, todo reto implica un compromiso, y al mismo tiempo,  toda 

crisis y conflicto implica una oportunidad de cambio. Es por tal razón, que el conflicto y la 

crisis se conciben como un reto, como un compromiso y como una oportunidad de cambio, de 

transformación y de renovación. Desde esta perspectiva, he adaptado el método transcend de 

transformación de conflictos de Johan Galtung
10

 a las necesidades y especificidades de la 

Geografía Política y del análisis e intervención socioterritorial que he ido construyendo a 

través de la prueba y error que da la práctica. Dicha experiencia y práctica son la base teórica 

y práctica del IGP. En otro texto que está por salir a la luz, expongo de manera explícita y más 

profunda las concepciones y prácticas que sustentan lo que denomino Geografía para la paz. 

Pero para continuar con el análisis socioterritorial del caso del Istmo de Tehuantepec, es 

necesario hacer algunas breves definiciones básicas que me permitan vincular la Geografía 

con la paz y la transformación creativa de los conflictos con el caso analizado y los objetivos 

de esta exposición. 

El conflicto, la violencia y la paz 

El conflicto es concebido como una contradicción. El conflicto y la contradicción son parte de 

la naturaleza humana. Todo cambia en la naturaleza externa e interna del ser humano y es a 

través del conflicto y la contradicción. Los conflictos los encontramos en todos los aspectos y 

dimensiones de la naturaleza humana y de la vida social. Desde la perspectiva Galtungniana el 

conflicto es definido como una incompatibilidad de metas y objetivos. Toda persona tiene 

metas y objetivos. Todo grupo social tienen metas y objetivos. Y donde existen metas y 

objetivos, existen contradicciones y conflictos. Pues algunas veces las metas y objetivos no 

coinciden entre personas ni entre grupos. La incompatibilidad de metas y objetivos puede 

manifestarse a diferentes niveles
11

.  Pero lo realmente importante es que los conflictos no se 

pueden prevenir. Los conflictos aparecen siempre, tanto en la vida cotidiana como en las 

grandes aventuras, en las grandes agrupaciones humanas, en los Estados y en las 

civilizaciones. Lo importante para un trabajador de paz y de conflictos es transformar los 

conflictos, no prevenirlos; pues los conflictos son intrínsecos a la naturaleza humana y la vida 

en sociedad.  

El reto es transformarlos de manera creativa para prevenir que se expresen de manera 

violenta. La violencia es el problema y es lo que tenemos que evitar, superar, y prevenir, 

según sea el caso y el momento. En este sentido, el conflicto no se puede prevenir, pero la 

violencia sí. Y la violencia aparece cuando las necesidades básicas de toda persona, de todo 

ser humano no están satisfechas. Según Galtung, los conflictos son “luchas para sobrevivir, 

por bienestar, por libertad y por identidad”
 12

.  La violencia parece cuando se viola la dignidad 

                                                           
10

 El profesor Galtung es considerado a nivel internacional como el fundador de los estudios de paz. Más de la 

mitad de los estudios de paz y transformación de conflictos que existen actualmente, son trabajos de él. La 

metodología que actualmente tiene la Organización de las Naciones Unidas para analizar e intervenir en los 

conflictos armados está basada en la obra del profesor Galtung. Para el que quiera profundizar más sobre el 

profesor y su método, se recomienda que lea inicialmente Galtung (2000), (2002) y (2010).  
11

 El nivel micro se refiere a conflicto al interior del mismo grupo social o de la persona (que en este caso es un 

dilema. El nivel meso hace referencia a un conflicto entre diferentes grupos sociales. El nivel macro, se refiere a 

conflictos entre Estados y naciones. Y por último, el nivel mega, hace referencia a conflictos entre culturas y 

civilizaciones. 
12

 Según Galtung las necesidades básicas son las condiciones que te permiten sobrevivir (alimentación, vivienda, 

salud, educación y vestido) y las necesidades de bienestar son la libertad y la identidad.  
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de las personas y cuando no se respetan sus derechos básicos
13

. Y dado que la violencia es 

una forma común de resolver los conflictos, es necesario comprender la naturaleza misma de 

la violencia, así como definirla para analizarla específicamente en sus manifestaciones 

concretas.  

Existen varios tipos de violencia y formas de ejercerla. Hay definiciones que caracterizan la 

violencia por la persona que la ejerce y/o el lugar donde se ejerce, por ejemplo la violencia 

doméstica, la violencia escolar, la violencia de pareja, la violencia de género, etc. Pero hay 

definiciones que caracterizan la violencia por el tipo de violencia que se ejerce. El profesor 

Galtung establece que hay dos tipos de violencias, la directa y la indirecta. La directa es la 

más visible y la más estudiada. Es la que daña o intenta dañar tanto física, como mental y 

emocionalmente a la persona. Es el uso de la fuerza de manera explícita, con la intensión de 

hacer daño. Pero la otra violencia, la violencia indirecta es la más difícil de ver.  Galtung 

divide en dos la violencia indirecta y las nombra violencia estructural y/o institucional y 

violencia cultural. Estas son las más difícil de observar y son las menos estudiadas. La 

estructural y/o institucional es la que daña indirectamente a las personas, ya sea negando sus 

necesidades básicas y/o limitando el potencial de desarrollo de la persona y limitando el 

ejercicio de su ser, de su existencia y de su dignidad. Por ejemplo, la pobreza, la 

discriminación y la desigualdad limitan tanto la satisfacción de las necesidades básicas de las 

personas, como el potencial de su desarrollo y el crecimiento de las mismas. Mecanismos y 

acciones no tan visibles ejercen violencia de manera indirecta, negando derechos, dificultando 

e impidiendo la satisfacción de las necesidades básicas, por eso es la menos visible. El último 

tipo de violencia que define Galtung es la violencia  cultural. Es la violencia que es “tolerada” 

y asumida tanto por la sociedad como por el Estado, sus instituciones y sus gobiernos. 

Permitiendo que las condiciones que niegan derechos y que imposibilitan la satisfacción de 

necesidades básicas de supervivencia y de bienestar existan y se reproduzcan. Por ejemplo, la 

discriminación, el racismo, la segregación, la narco cultura, el elitismo, etc. Muchas veces 

este tipo de violencia es la que justifica a las dos anteriores, la directa y a la estructural y/o 

institucional. De hecho, en los primeros ejemplos puede haber manifestaciones de los dos 

tipos de violencia, la directa puede ser ejercida tanto en la escuela, como en la casa, como en 

las parejas. Es la violencia a través del uso de la fuera, el golpe, el maltrato e incluso el 

asesinato. Pero también se puede ejercer la violencia indirectamente, negando derechos, 

segregando, limitando, discriminando, humillando y aceptando socialmente dicha negación. A 

veces es tan común la violencia cultural en las sociedades actuales que pasa desapercibida su 

reproducción cotidiana, pues la vemos en la televisión, en los noticieros, en los comerciales y 

no nos percatamos de ella. Esta violencia es la más deshumanizante y la más peligrosa a largo 

plazo, pues se corre el riesgo que las personas y las sociedades se acostumbren a ella y 

pierdan la sensibilidad y capacidad de indignación, lo que lleva a la parálisis social, la 

impunidad, el abandono y la indiferencia. 

Ahora bien, “la paz”. ¿Qué es paz y qué entendemos por paz? La paz no es sólo ausencia de 

violencia. La paz positiva son acciones. La paz definida como ausencia de conflicto, de 

violencia o de guerra, es la definición negativa. La paz definida como condiciones de 

igualdad, de justicia, de bienestar, de democracia, es la definición positiva. Son las 

condiciones que prevén la violencia y permiten el abordaje y manejo de manera no violenta de 

                                                           
13

 Desde la tradicional social mexicana y latinoamericana, las demandas históricas de justicia social son: techo, 

tierra, trabaja, pan, salud, educación, independencia, democracia, libertad, justicia y paz. Las once demandas 

históricas tanto del viejo zapatismo como del nuevo. Demandas que se observan tanto en el Plan de Ayala 

firmado en 1911 por  Emiliano Zapata Salazar, General en Jefe del Ejército Libertador del Sur; como en el 

manifiesto Zapatista en Náhuatl firmado por el Ejercito Zapatista de Liberación Nacional en 1994.  



8                                                                                                         Conflictos y movimientos sociales 

 

los conflictos  humanos y sociales. La definición de paz negativa está íntimamente ligada a la 

violencia directa. Y la definición de paz positiva está indisolublemente ligada a la violencia 

indirecta, estructural o institucional y cultural. La ausencia de paz definida de manera 

negativa limita la dignidad humana de una manera directa; la ausencia de paz definida de 

manera positiva limita la dignidad humana al limitar el desarrollo potencial de las personas y 

al limitar su desarrollo y el crecimiento de la dignidad humana. Y para potenciar la dignidad 

humana y no limitarla, no sólo se necesita que no haya violencia en los términos de la paz 

negativa, sino que se necesitan condiciones concretas que no sólo permitan la satisfacción de 

las necesidades básicas de las personas y grupos sociales, sino que respeten la dignidad de las 

personas, potencien su desarrollo y  permiten desarrollar todas las potencialidades de la 

persona y su dignidad. Que potencien su crecimiento y desarrollo humano. Que le permitan el 

acceso a la educación, a servicios de salud de calidad, a un ambiente sano, a condiciones de 

desarrollo, con acceso a la justicia y a la participación política, etcétera. Por tanto, la paz se 

construye, no llega sola. Se construye a través de acciones concretas. El Instituto para la 

Economía y la Paz establece 8 pilares que sostienen la paz positiva: “(1) Gobiernos que 

funcionan adecuadamente, (2) Distribución equitativa de los recursos, (3) El flujo libre de la 

información, (4) Un ambiente sano y propicio para negocios y empresas, (5) Un alto nivel de 

capital humano (generado a través de educación, capacitación, investigación y desarrollo), (6) 

La aceptación de los derechos de otras personas, (7) Bajos niveles de corrupción, y (8) Buenas 

relaciones con sociedades vecinas”
14

. 

La educación 

Tradicionalmente muchas de las percepciones comunes que describen el conflicto y las crisis 

son de connotación negativa. Otra manera o forma de definir el conflicto y las crisis es la que 

rescata sus dimensiones positivas y los concibe como una oportunidad de cambio, de 

transformación y de renovación. Como una oportunidad de cambio, que manejada con las 

herramientas adecuadas, pueden transformar las crisis y la tendencia negativa de abordar y 

manejar los conflictos de la vida cotidiana de forma violenta. Contribuyendo a generar nuevas 

formas creativas, propositivas, plurales y diversas que permitan las trasformación de los 

conflictos y las crisis.  En donde los conflictos sean vistos como una crisis pero también una 

oportunidad. Y en eso tiene un papel estratégico la educación. La violencia y la paz son parte 

de la vida social, pero no son innatas, se aprenden. Todo se aprende, nada es innato. En ese 

sentido, la paz en su doble definición, es algo que se aprende. Por eso la educación es 

fundamental. Una educación que enseña a aprender, no que trasmita ideas y conductas es la 

educación que necesitamos para enseñar a aprender a resolver los conflictos de manera no 

violenta.   

La Geografía y el espacio social 

La ciencia geográfica tiene una tradición milenaria y una práctica moderna. Ha pasado de 

describir el mundo a producir el mundo. A través de un largo y traumático proceso, poco a 

poco la ciencia geográfica ha pasado de la descripción y la cartografía a la producción social 

del espacio. La ciencia geográfica ha pasado de analizar el espacio y su producción a diseñar 

ciudades, regiones, paisajes y territorios. Sin afán de exponer los debates al interior de la 

ciencia geográfica, es importante señalar algunos planteamientos básicos de la geografía 
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 Tomado de Maurio Maschoulam, México, corrupción, violencia y paz. El Universal, 19 de mayo de 2015.  

<http://www.eluniversalmas.com.mx/editoriales/2015/05/76457.php>.  

http://www.eluniversalmas.com.mx/editoriales/2015/05/76457.php
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crítica. Para el filósofo Henri Lefebvre el espacio es un producto social que se produce y 

reproduce históricamente. Es la segunda naturaleza humanizada. Para Lefebvre, el capitalismo 

pasó de producir en el espacio a producir el espacio mismo. Pasó a producirlo y reproducirlo 

bajo sus propios intereses y lógicas. Está forma general de producir el espacio social que 

explico Lefebvre en la década de los 70´s es lo que he tratado de ir definiendo de manera más 

específica desde el análisis socioterritorial. Por tal razón, está lógica de producir el espacio 

social por el capitalismo es lo que he definiendo como lógica socioterritorial del capital
15

. 

Lógica de producir el espacio que adopta formas específicas según contextos espacio 

temporales concretos. A esas formas específicas de producir y reproducir el espacio por el 

capital, la denomino territorialidad de cada patrón de reproducción de capital (Idem).  Pero 

así como el capital y el capitalismo tienen formas y lógicas de producir y reproducir el 

espacio, toda formación social también cuenta con sus propias formas y lógicas para producir 

y reproducir su espacio social. A dicha forma específica que tiene una formación social de 

producir y reproducir su espacio social la denomino territorialidad social (Idem). El conflicto 

que se genera entre la lógica socioterritorial del capital y las múltiples territorialidades de las 

diversas formaciones sociales específicas del planeta es lo que a grandes rasgos denomino 

lucha entre territorialidades y conflicto socioterritorial
16

. 

 La ciencia geográfica en general y la geografía política en particular estudia la producción 

social del espacio y los conflictos sociales que dicho proceso genera. Muchos de estos 

conflictos sociales generan violencia y obstaculizan las condiciones para la paz positiva. La 

geografía en general y la Geografía Política  en particular al estudiar y contribuir en la 

producción social del espacio, debe aportar de manera fundamental a general, producir y 

construir  las condiciones de paz en la producción social del espacio, es decir, en la 

planeación regional, en los planes de desarrollo, en los ordenamientos territoriales, en los 

proyectos de desarrollo local, regional, etcétera.  Debe contribuir y  aportar, a través de 

propuestas de producción de espacio, a construir las condiciones socioterritoriales que la paz 

positiva necesita. 

Tanto el espacio como la paz son construcciones sociales que la geografía en general y la 

geografía política en particular debe estudiar, analizar e investigar para conocer, comprender, 

explicar e incidir en la producción social de la vida humana, tanto en términos espaciales, 

como económicos, políticos, jurídicos, culturales e históricos.  

Geografía para la paz 

La Geografía para la paz es aquella que estudia los conflictos sociales generados por las 

múltiples formas de producir el espacio; pero también es una geografía que en su quehacer 

científico y social, es decir en su praxis sociohistórica y socioterritorial, trabaja para generar 

y construir las condiciones de paz que las personas, las comunidades y las sociedades en 

general necesitamos, puesto que el espacio es un producto social y la paz se aprende y se 

construye. 
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 Díaz Carnero, 2016. 
16

 En otros documentos (Díaz Carnero, 2014, 2015 y 2016) profundizó en el análisis teórico e histórico de 

actuales conflictos socioterritoriales. Conflictos que tienen profundas raíces históricas vinculadas al rezago en el 

cumplimiento de las once demandas históricas señaladas en el pie de nota número 10 y que se sintetizan muy 

bien en la vieja demanda zapatista de “tierra y libertad”.  Conflictos que son luchas por acceder y defender los 

derechos a la tierra y la libertad; luchas de cada formación social  por ejercer de manera cabal e integral sus 

derechos socioterritoriales, es decir, sus derechos a ejercer libremente y desde sus propias concepciones y 

prácticas su propia territorialidad social.  
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En la geografía política que concebimos y practicamos en el IGP -es decir, la Geografía para 

la paz-, el eje de trabajo son los derechos humanos (DH). El enfoque que adoptamos de los 

derechos humanos parte de la perspectiva de la dignidad humana como lo planteó  Tomas de 

Aquino, así como de la perspectiva de los derechos comunales como lo planteó Francisco 

Tenamaxtle en México en la mitad del siglo XVI al defenderse ante la conquista y 

colonización europea
17

. Desde la Geografía para la paz, la persona humana es la base de la 

humanidad. La base de la persona humana es su sustancia, su sustancia es la dignidad. La 

dignidad de la persona es la base de la humanidad. La dignidad humana es la base de los 

derechos humanos. La dignidad humana es inviolable e inalienable. Por eso los derechos 

humanos deben ser inviolables e inalienables.  Los derechos humanos como la satisfacción de 

las necesidades básicas de supervivencia y de bienestar no son negociables. Desde este 

enfoque de DH centrado en la dignidad humana, es más fácil observar las violencias directas e 

indirectas que plantea Galtung, así como las violaciones de los derechos humanos. Ya que 

actualmente los estándares nacionales e internacionales en materia de derechos humanos se 

basan en los tratados internacionales en materia de DH como en los enfoques de Desarrollo 

Humano y de Seguridad Humana que plantea la Organización de Naciones Unidas (ONU). 

Tratados y enfoques que definen tanto los derechos y organismos responsables de velar por su 

cumplimiento, como las prácticas que deben orientan el respeto, garantía y protección tanto de 

las necesidades básicas de las personas como del respeto, garantía y protección de la dignidad 

de la persona, de la dignidad humana, es decir: los derechos humanos básicos. 

Pero uno es el derecho a no ser violentando en tu dignidad, en tu persona, que está  

íntimamente ligado a la conceptualización negativa de la paz, que la define como ausencia de 

violencia directa, de acciones directas. Y otro es el derecho a tener las condiciones materiales 

económicas, políticas y sociales no sólo para satisfacer tus necesidades básicas de 

supervivencia y bienestar, sino para potenciar la dignidad humana, para potenciar a la persona 

y el desarrollo humano. El limitar este derecho está íntimamente ligado a la conceptualización 

positiva de la paz, como condición de desarrollo de la persona humana, de su dignidad. 

Potenciando el desarrollo humano. Desarrollo humano que puede estar limitado por el 

ejercicio de las violencias indirectas, tanto de la estructural y/o institucional como de la 

cultural que señala Galtung. 

Cuando se viola la dignidad de las personas o cuando se limita su posibilidad de desarrollo de 

manera estructural e institucional existe una crisis de derechos humanos. Cuando se violan los 

derechos humanos de manera generalizada y sistemáticamente, hay una crisis humanitaria. En 

México estamos ante una de derechos humanos y una crisis humanitaria. Y ante la crisis de 

derechos humanos y la crisis humanitaria, se propone trabajar para construir las condiciones 

de paz desde la Geografía Política a través del IGP. 

Desde esta perspectiva se analiza el conflicto social que actualmente están generando los 

proyectos eólicos en el Istmo de Tehuantepec en México, así como  las implicaciones 

sociales, políticas y geopolíticas de la suspensión de dos de dichos proyectos en las tierras y 

territorios de las comunidades Ikoots y Binniza. Lo que nos permitirá tener una perspectiva 

respeto lo que implican los proyectos de energía eólica hoy en día en tierras comunitarias, así 

como comenzar a nombrar los retos actuales y futuros que enfrentan las energías renovables 

en su búsqueda por un desarrollo sustentable en términos sociales y no sólo ecológicos.    

                                                           
17

 Sin la intención de profundizar al respecto, sólo se quiere señalar que el enfoque tomista es más centrado en el 

individuo y el enfoque de Tenamaxtle es más centrado en la vida comunal. Pero esto es parte del texto sobre la 

Geografía para la paz.  
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Análisis del conflicto 

En mi intervención en el III Simposio argumenté que el conflicto social generado por los 

proyectos de energía eólica en tierras de comunidades indígenas en el Istmo era parte de un 

conflicto mayor y más profundo que el aparentemente expresado por el proyecto eólico. En 

dicha exposición argumenté que los proyectos eólicos son rechazados por las comunidades 

indígenas por varias razones, entre ellas: no consentimiento libre, previo e informado por 

parte de las comunidades afectadas; contratos leoninos con pagos extremadamente bajos por 

la renta de la tierra; malas prácticas empresariales (desinformación, engaño, manipulación); 

violencia política que criminaliza la protesta social; violencia directa (inseguridad, asesinatos, 

secuestros, amenazas, etc.) y sobre todo impunidad ante los crímenes, violaciones y 

criminalización; la profunda corrupción de autoridades y empresarios, que lacerantemente 

queda impune de manera constataste y sistemática a pesar de las denuncias y evidencias; y por 

último, la causa más profunda: la negación de los derechos históricos de los pueblos indígenas 

a través de la continua aplicación de la llamada doctrina del descubrimiento en general y ante 

la negación de los derechos agrarios y políticos a las comunidades Binniza e Ikood en 

particular. Todo lo anterior, pero sobre todo lo último es lo que genera lo que denomino 

conflicto socioterritorial. Pero, esa primera caracterización, dada la complejidad y 

profundidad de los agravios, no es suficiente si se quiere transformar el conflicto y si se quiere 

generar un análisis más profundo del mismo que este encaminado a incidir en él y en la 

producción social del espacio de manera justa y digna. Es necesario avanzar un poco más en 

el análisis de las especificidades del conflicto si queremos contribuir a comprenderlo mejor y 

sobre todo a transformarlo. Para tal fin hare un breve recuento general del conflicto haciendo 

uso del método transcend de Galtung adaptándolo a las necesidades, intereses y objetivos 

particulares del análisis socioterritorial de la geografía para la paz. 

Un primer paso que establece el método es identificar el tipo de violencia que se está 

ejerciendo. En el istmo de Tehuantepec se ha ejercido y se sigue ejerciendo no sólo la 

violencia directa, sino la violencia indirecta, tanto estructural como cultural. Las comunidades 

indígenas del istmo en general (tanto huaves-ikood, como zapotecos–binizzá, zoque-chima y 

mixe-ayuuk) pero sobre todo los Binnizá y los Ikoods en particular han sufrido asesinatos, 

secuestros, represión, encarcelamiento y tortura desde hace muchas décadas e  incluso siglos.  

Además de lo anterior, las comunidades han sufrido del despojo de sus tierras y territorios, del 

abuso gubernamental, de la discriminación y del desprecio. Han padecido y padecen pobreza 

y pobreza extrema, hambre y todo tipo de carencias. Pero además han visto, vivido, sufrido y 

padecido la indiferencia social de sus vecinos, de sus paisanos, de sus compatriotas, de sus 

gobiernos. Todas estas condiciones no han cambiado y continúan hoy en día.  

Según  datos oficiales del Estado mexicano generados por el Consejo Nacional para la 

Evaluación de la Política de Desarrollo Social (CONEVAL) del 2010, casi el 90 por ciento de 

las personas que habitan el municipio de Juchitán viven en pobreza y presentan más de dos 

carencias sociales (ver cuadro 1). 

Cuadro 1.  
Porcentaje de la población, número de personas, número promedio de carencias sociales en los 

indicadores de pobreza. Municipio de Juchitán, México, 2010 
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MEDICIÓN MUNICIPAL DE LA POBREZA 2010 

Porcentaje de la población, número de personas, número promedio de carencias sociales 

en los indicadores de pobreza, México, 2010. 

20043 Heroica Ciudad de Juchitán de Zaragoza, 20 Oaxaca. 

Indicadores Porcentaje 
Número de 

personas 

Número 

promedio 

de 

carencias 

Pobreza 

Población en situación de pobreza 60.2 47,662 2.5 

Población en situacion de pobreza moderada 48.9 38,688 2.2 

Población en situación de pobreza extrema 11.3 8,974 3.7 

Población vulnerable por carencias sociales 24.7 19,554 2.1 

Población vulnerable por ingresos 2.7 2,157 0.0 

Población no pobre y no vulnerable 12.4 9,824 0.0 

Privación social 

Población con al menos una carencia social 84.9 67,216 2.4 

Población con al menos tres carencias sociales 32.1 25,412 3.6 

Indicadores de carencia social 

Rezago educativo 27.3 21,592 3.1 

Acceso a los servicios de salud 42.3 33,502 2.9 

Acceso a la seguridad social 76.8 60,795 2.5 

Calidad y espacios de la vivienda 25.7 20,358 3.3 

Acceso a los servicios básicos en la vivienda 11.1 8,795 3.6 

Acceso a la alimentación 17.1 13,545 3.9 

Bienestar económico 

Población con ingreso inferior a la línea de bienestar mínimo 21.4 16,944 2.7 

Población con ingreso inferior a la línea de bienestar 62.9 49,819 2.4 

Fuente: CONEVAL, 2010. <http://www.coneval.org.mx/Medicion/Paginas/Medici%C3%B3n/Informacion-por-

Municipio.aspx> (Consultado el 10 de abril de 2017). 

 

Desde el punto de vista del análisis socioterritorial y la geografía para la paz, esto representa 

necesidades básicas no resueltas, es decir violencia estructural. Carencias sociales que son 

necesidades básicas no resueltas y que a su vez son derechos básicos no garantizados. Lo que 

se traduce en violencia, en violencia estructural e institucional. Violencia estructural que 

además es acompañada de violencia directa que reprime, criminaliza, asesina, tortura, y 

secuestra para despojar de sus bienes a las comunidades indígenas. Despojándolas no sólo de 

sus tierras y territorios, sino de su soberanía social y del libre ejercicio de su 

autodeterminación como comunidad indígena a través de la autonomía y el auto gobierno 

comunitario. Violencia directa y estructural que es acompañada de violencia cultural al ser 

permitida, tolerada y reproducida no sólo por el estado mexicano, sino por la sociedad 

http://www.coneval.org.mx/Medicion/Paginas/Medici%C3%B3n/Informacion-por-Municipio.aspx
http://www.coneval.org.mx/Medicion/Paginas/Medici%C3%B3n/Informacion-por-Municipio.aspx
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mexicana en su conjunto, en donde entran medios de comunicación, universidades, 

organizaciones sociales e iglesias de diferentes cultos. Estas violencias que niegan derechos 

básicos de sobrevivencia y que permiten y reproducen su negación, es acompañada de otra 

negación de derechos: el derecho al ejercicio de la autodeterminación a través de la 

autonomía.  Esta negación del derecho a la autodeterminación, es lo que en términos 

Galtungnianos podríamos nombrar como negación al derecho de bienestar (identidad y 

libertad) y en términos del análisis socioterritorial y la Geografía para la paz es la negación de 

sus derechos socioterritoriales como veremos más adelante. 

Otro paso según el método trascend, es identificar el nivel del conflicto, es decir, a qué nivel 

se ha ejercido y se ejercen estos tipos de violencias. La más visible y es la que a los activistas 

les gusta destacar y nombrar es el nivel  meso o intra-grupal, entre las comunidades (como si 

fueran un “sujeto colectivo homogéneo”) y las autoridades gubernamentales, las empresas 

eólicas y los caciques de la región. Conflicto que es real y existe, pero hay que reconocer que 

también estas violencias se han expresado de forma micro, es decir, de manera inter 

comunitaria, entre los mismos integrantes de las comunidades, pues hay una disputa de 

intereses y de beneficios al interior de las comunidades que no han sido resueltos. Hay una 

disputa por la propiedad de las tierras y los beneficios que se pueda hacer de ellas, como lo es 

el usufructo de las tierras para fines de energía eólica. Conflictos pendientes que tanto los 

caciques locales y regionales, como las autoridades de los tres niveles de gobierno y las 

empresas eólicas aprovechan, fomentan, impulsan e intensifican con el fin de dividir, 

confundir y manipular a los integrantes de la comunidad. Lo que genera más incertidumbre 

que certidumbre. Incertidumbre que no sólo abona al caldo de violencia y conflictividad al 

interior de las comunidades, sino hacía toda la vida civil y pacífica. Incertidumbre permitida, 

fomentada y reproducida por la acción o mejor dicho, la inacción gubernamental, que no sólo 

evade los problemas de fondo, sino que los profundiza e intensifica fomentando contratos 

individuales en tierras de propiedad comunal y con fuertes disputas históricas. Con dicha 

acción, el Estado mexicano evade su responsabilidad y obligación de garantizar legalidad y 

certidumbre, al mismo tiempo que evidencia su nulo interés por la justicia, la paz y el 

desarrollo social. 

En la otra ponencia señalé que una de las principales causas del conflicto era tanto la falta de 

certeza en la propiedad de las tierras seleccionadas para instalar los aerogeneradores y en las 

que se celebran contratos individuales; como la falta de representación legal y legítima de la 

comunidad agraria de Juchitán, pues su autoridad agrario no está constituida. No está 

constituida su asamblea ejidal y tampoco está constituida su autoridad agraria. Desde  el 11 de 

julio de 1978, cuando fue secuestrado y desaparecido por elementos del ejército mexicano el 

abogado y asesor de la comunidad Víctor Pineda Henestrosa, más conocido como Víctor 

Yodo (siete días antes de que la asamblea general de ejidatarios/comuneros
18

  se reuniera para 

                                                           
18

 Según la Resolución presidencial del 17 de junio de 1964, que fue publicada en el Diario Oficial de la 

Federación el 13 de julio del mismo año, se dota de 68,112 hectáreas de tierras a 7,984 ejidatarios. Este 

documento fue ejecutado, según los registros oficiales el 4 de julio de 1965. Pero según los propios habitantes de 

la región, dicha sentencia jamás se ejecutó y se deslindó, pues los caciques locales y regionales se ampararon 

contra ella. Además, denuncian tanto ejidatarios como comuneros, los solicitantes iniciales de las tierras estaban 

inconformes por la sentencia, pues ellos había solicitado Restitución de Bienes Comunales, no Dotación por la 

vía ejidal. Este hecho no sólo limitó el número de hectáreas reconocidas a la comunidad de Juchitán y sus 

anexos, basados en sus Títulos Primordiales que reconoce la propia Resolución Presidencial, sino que dejo 

excluidos a muchos miembros de la comunidad, los llamados comuneros. Comuneros que no fueron 

beneficiados como sujetos de derechos en la resolución presidencial de 1964. Este hecho es una de las 

principales causas por las que no se ha podido tener un censo de ejidatarios y de comuneros cabal que incluya a 

todos los sujetos de derechos históricos de los Bienes Comunales de Juchitán y sus anexos, sino que también ha 
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revocar y renovar a la autoridad agraria), la comunidad agraria de Juchitán no tiene 

representación legal. La violencia ejercida por el Estado mexicano y los caciques locales y 

regionales impidieron que la comunidad comenzara a resolver la cuestión del censo de 

ejidatarios y comuneros por sus propios medios. Este hecho impidió en su momento que la 

comunidad nombrara una autoridad agraria de manera civil, pacífica y legítimamente, es 

decir, en donde todas las partes se sientan representados por un proceso de designación justo, 

pacífico, plural y legítimo, pero sobre todo bajo sus sistemas normativos propios y 

tradicionales, los llamados “usos y costumbres”.  Desde esa fecha no se ha definido la 

constitución legal y legítima el censo de ejidatarios/comuneros. Censo capaz de definir no 

sólo a los sujetos de derechos y los modos de ejercer dicho derecho, sino que a su vez 

contribuya a convocar y reunir de manera regular, a la Asamblea General. La Asamblea 

General es la única institución y autoridad legal y legítimamente constituida que, en materia 

agraria,  puede nombrar de manera civil y pacífica a la autoridad agraria interna tanto del 

Ejido (Comisariado Ejidal) como de los Bienes Comunales (Comisariado de Bienes 

Comunales)
19

.  Y es la única autoridad que puede decidir que sí y que no se hace en las más 

de 68 mil hectáreas de tierras del ejido Juchitán. Aunado a lo anterior, a principios de los 70´s, 

los caciques locales y regionales interpusieron un amparo contra la resolución presidencial y 

su ejecución, lo que permitió que pequeñas propiedades de tierras se constituyeran en las 

tierras y territorios ancestrales Binnizá de Juchitán. La Asamblea General como el 

Comisariado, son las autoridades e instituciones que pueden interponer juicios de nulidad de 

todas las pequeñas propiedades que el Estado mexicano ilegalmente a reconocido dentro de 

los Bienes Comunales de Juchitán y sus anexos. Desde la década de los 60´s pero en especial 

desde 1978, la violencia directa ejercida a través del secuestro, la desaparecieron, el asesinato, 

la tortura, la amenaza y la criminalización de la comunidad, de sus líderes y sus 

organizaciones comunitarias se han reproducido en la región en general y en la comunidad de 

Juchitán en específico. Lo que ha generado un descontento social que se incrementa cada día 

más.  

Lo anterior es de extrema importancia, pues si no hay representación legal y legítima de la 

representación jurídica de la comunidad, como propietaria de tierras ejidales/comunales, es 

imposible establecer un proceso de consulta en donde se ejerza de manera plena el derecho de 

consentimiento libre, previo e informado para decidir si se autoriza o no un parque eólico en 

las tierras de propiedad del ejido Juchitán. Si no hay representación legal ¿a quién se 

consulta?  De igual manera, si no hay una autoridad nombrada bajo los propios sistemas 

normativos de la comunidad Binnizá de Juchitán, no hay un ejercicio pleno del derecho de 

soberanía social, de autodeterminación y de autonomía. Si no hay una autoridad nombrada 

bajo los propios esquemas de la comunidad Binnizá de Juchitán no hay una satisfacción de las 

necesidades de bienestar  (identidad y libertad) que señala Galtung, y tampoco hay la 

posibilidad de ejercer las garantías constitucionales básicas.  Si no  se puede garantizar el 

ejercicio pleno de la autonomía comunitaria a través de la asamblea general de ejidatarios y/o 

comunero es imposible garantizar los derechos de bienestar, identidad y libertad, de la 

comunidad Binizzá de Juchitán. Si no se pueden ejercer las garantías de bienestar, identidad y 

libertad, es decir, si no se pueden ejercer los derechos de propiedad y de soberanía, no se 

                                                                                                                                                                                     
impedido constituir legalmente al Comisariado de Bienes Comunales/Ejidales tanto de Juchitán como de sus 

anexos.    
19

 La Asamblea General puede solicitar a través de su representación legal (Comisariado Ejidal) a la autoridad 

agraria federal, la Secretaria de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano (SEDATU) antes Secretaria de la 

Reforma Agraria (SRA), la conversión de la figura de Ejido a la figura de Bienes Comunales. Pero antes tiene 

que haber Autoridad agraria legalmente constituida (Comisariado Ejidal), y para que haya autoridad agraria 

legalmente constituida, tiene que haber una Asamblea General, la cual desde 1978 no se ha reunido. 
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puede ejercer plenamente la territorialidad social. Si esto es así, es imposible ejercer los 

derechos socioterritoriales de las comunidades de los pueblos indígenas.  

Respecto al tercer paso del método, el momento del conflicto y el cuarto paso, construcción de 

escenarios, tenemos que decir que actualmente hay una tensa calma. Tensa calma, pues 

aparentemente el proyecto está cancelado tanto por la suspensión definitiva que otorgó el 

amparo 454/2015, como por la cancelación del financiamiento del mismo. Pero lo que es 

evidente y es ampliamente denunciado por diferentes actores sociales en la región, es que hay 

una alta tensión social pues la presencia del crimen organizado y el paramilitarismo de tipo 

guardias blancas de los caciques de la región, está presente e incrementando sus apariciones, 

manifestaciones y mensajes. Actualmente hay muchas denuncias de los activistas y líderes 

comunitarios que organizaron  la resistencia a los proyectos. En ellas, los activistas y líderes 

comunitarios señalan que han sido amenazados y hostigados por gente perteneciente a los 

grupos criminales de la región,  que a su vez son gente cercana a los caciques locales y 

regionales históricos, quienes insisten en llevar a cabo el proyecto. Actores que están 

vinculados con los operadores terrestres de la empresa “Eólica del Sur”. Este hecho es 

fundamental y muy importante pues es un indicador de una posible escalada de violencia.  

Los intentos de continuar con los proyectos no cesan y buscan otras vías para imponerse, pues 

como se señaló en la ponencia del III Simposio, el potencial de generación de energía eólica 

en el Istmo de Tehuantepec es el más alto del país, lo que podría generar muchas ganancias 

que tanto las empresas como sus promotores locales y regionales no quieren compartir con los 

históricos y legítimos dueños de las tierras en donde quieren instalar sus aerogeneradores.  

Pero así como hay la posibilidad de un escenario extremadamente negativo con la imposición 

violenta del proyecto, la criminalización de la protesta social y el asesinato, desaparición o 

encarcelamiento de los principales líderes comunitarios que se oponen al proyecto, también 

existe la posibilidad de un escenario positivo. Un escenario positivo que de manera realista, 

ante la historia y la coyuntura actual de México se ve lejano, pero que podría iniciarse si la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación atrae el caso del amparo indirecto 454/2015 y declare 

nulos los permisos para “Eólica del Sur”
 20

. Lo que podría generar no sólo un precedente 

jurídico que inicié cambios profundos en materia legal, sino que podría dar impulso a la 

creación de un proceso de movilización y organización social, plural, civil y pacífico que 

proponga iniciativas, estrategias y alternativas construidas y ejecutadas desde la sociedad civil 

organizada de México, que por supuesto incluye a las comunidades indígenas, quienes deben 

encabezar las propuestas y su puesta en práctica.  

Las implicaciones de la suspensión y los retos de la transición energética 

Las denuncias de las comunidades del Istmo en general, pero de San Dionicio del Mar y 

Juchitán en particular, como la suspensión de los proyectos eólicos y la cancelación del 

financiamiento de una parte de los mismos, ponen en entre dicho los esfuerzos del Estado 

mexicano en materia de energética y de derechos humanos. Las dos reformas constitucionales 

de la última década que el Estado mexicano considera más importantes y trascendentales, y 

que por lo mismo, son las que más presumen a nivel internacional. Tanto la reforma 

                                                           
20

 Existe una petición para tal fin en la siguiente dirección electrónica: <https://www.change.org/p/pueblo-

binniz%C3%A1-en-peligro-ante-imposici%C3%B3n-inminente-de-e%C3%B3lica-del-sur-ay%C3%BAdanos> 

 

https://www.change.org/p/pueblo-binniz%C3%A1-en-peligro-ante-imposici%C3%B3n-inminente-de-e%C3%B3lica-del-sur-ay%C3%BAdanos
https://www.change.org/p/pueblo-binniz%C3%A1-en-peligro-ante-imposici%C3%B3n-inminente-de-e%C3%B3lica-del-sur-ay%C3%BAdanos
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constitucional en materia de derechos humanos de 2011 como la reforma energética de 2014, 

no impidieron ni están impidiendo la sistemática violación los derechos humanos de la 

sociedad mexicana en general y de las comunidades indígenas en particular. Tampoco han 

brindaron certidumbre jurídica ni a los inversionistas ni a los propietarios de los terrenos 

donde se pretendía construir los parques eólicos. El actual “estado de derecho” no garantiza la 

satisfacción de las necesidades básicas ni la satisfacción de las necesidades de bienestar  tanto 

de las comunidades de los pueblos indígenas como de todos los demás sectores de la sociedad 

mexicana. Ni las instituciones del Estado mexicano, ni los gobiernos de los tres niveles de 

gobierno, ni el actual estado de derecho han podido crear las  condiciones de paz, justicia y 

desarrollo social que el país necesita. No hay condiciones políticas, jurídicas ni sociales que 

combatan la corrupción, la impunidad, la criminalización social y las diferentes formas de 

manifestación y de ejercicio de las violencias; no mecanismos concretos, creíbles, confiables, 

eficaces ni eficientes que combatan la pobreza, la desigualdad, la discriminación, el desprecio, 

el racismo y por el contrario, la inseguridad e impunidad crecen día con día de manera 

alarmante.  

La reforma constitucional en materia de derechos humanos de 2011 reformó muchos artículos 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pero la modificación más 

importante fue la realizada al artículo 1ro constitucional.  Dicha modificación obliga tanto al 

poder ejecutivo a incorporar tanto lo que está en la constitución como los contenidos de los 

Tratados Internacionales en todos sus programas de gobierno. Así mismo, obliga al poder 

legislativo y al poder judicial a incorporar los mismos contenidos en el proceso legislativo y 

en las resoluciones judiciales, respectivamente. Obligación que incluye a los tres poderes de 

los gobiernos estatales, como a las políticas de los gobiernos municipales. Reforma 

constitucional que responde tanto a las exigencias del Movimiento por la Paz con Justicia y 

Dignidad que encabezó el poeta Javier Sicilia y la necesidad de diseñar protocolos de 

búsqueda de personas desaparecidas (desde diciembre de 2006, fecha que inició la llamada 

“guerra contra el narcotráfico” a la fecha –mayo de 2016- se cuentan más de 30 mil personas 

desaparecidas en México, 160 mil asesinados y 120 periodistas asesinados), como por las seis 

sentencias que emitió la Corte Interamericana de Derechos Humanos en contra del Estado 

mexicano desde agosto de 2008 hasta noviembre de 2010
21

. Además de la reforma 

constitucional, la Suprema Corte de Justicia de la Nación creó dos protocolos de actuación 

que tienen que ver con DH y con pueblos indígenas. Los protocolos de actuación para quienes 

imparten justicia en casos relacionados tanto con proyectos de desarrollo e  infraestructura 

(2014), como en casos que involucren personas, comunidades y pueblos indígenas.  

Sin lugar a dudas esto es un avance, ya que la reforma de 2011 obligó a los jueces a leer los 

tratados internacionales. Pues aunque estos ya eran obligatorios para todos los Estados 

firmantes, dado su carácter vinculante, los jueces mexicanos no los tomaban en cuenta en sus 

sentencias basado en un supuesto argumento nacionalista jurídico y constitucional mexicano. 

Pero al momento de estar en la Constitución, hace que los jueces los lean por primera vez. Lo 

que no implica que los utilicen y que los sepan aplicar eficaz y eficientemente, pues el control 

                                                           
21

 La de Castañeda de agosto de 2008 (por el derecho a votar y ser votado); la de Rosendo Radilla Pacheco de 

noviembre de 2009 (en contra la desaparición forzada); la de Campo Algodonero de la misma fecha (contra los 

feminicidios de Ciudad Juárez); la de Fernández Ortega y otros de agosto de 2010 (contra la violación de Inés 

Fernández Ortega por parte de agentes militares); la de Valentina  Rosendo Cantú de la misma fecha (contra la 

violación y tortura de dos indígenas me´phaa-tlapaneca por parte del ejército mexicano); y por último la de 

Rodolfo García y Teodoro de noviembre de 2010 (contra la tortura de dos campesinos ecologistas, nuevamente, 

por agentes del ejército mexicano).  
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de convencionalidad no se ha fomentado ni ejecutado tanto en las leyes como en las políticas 

públicas y las sentencias judiciales. 

A pesar de lo anterior y los avances en materia jurídica, el caso de Eólica del Sur dejó al 

descubierto que no hay respeto de los derechos humanos de las comunidades indígenas en 

general, ni un respeto a los derechos de los pueblos indígenas establecidos en el Convenio 169 

de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) y los Acuerdos de San Andrés en 

particular
22

. Respeto a sus tierras y territorio, respeto a su propiedad comunal; respeto a sus 

formas de gobierno y a sus instituciones propias; así como el respeto al derecho de 

consentimiento libre, previo e informado. El rezago agrario persiste, no hay certidumbre en la 

propiedad de la tierra y tampoco hay ni autoridad ejidal, ni autoridad de bienes comunales de 

Juchitán. La incertidumbre jurídica sobre los bines de Juchitán permite el despojo 

permanente, cuestión que es alarmante y se está intensificando día con día. Y por último, el 

derecho de autodeterminación también es negado en los hechos, pues las comunidades no 

pueden decidir ni sobre sus tierras, ni sobre su territorio, ni sobre sus estrategias de desarrollo, 

ni sobre sus proyectos de futuro.   

Ahora bien, la consulta de Juchitán, evidenció que tanto el “protocolo de consulta” como la 

estrategia para su implementación fueron diseñadas al vapor y que la consulta en Juchitán no 

fue ni previa, ni libre, ni informada, pues ella se realizó ya con los permisos entregados, no se 

dio la información completa a los afectados y se realizó en un clima de constantes represión, 

amenaza y criminalización de la protesta social
23

. Además, tampoco se realizó la famosa 

“Evaluación de Impacto Ambiental” (EIS)
 24

. Ahora el Banco Interamericano de Desarrollo 

(BID) publicó en su página de Internet algunos documentos que durante 6 años fueron 

solicitados por las comunidades y que nunca se les fueron entregados. Sólo ahora se presentan 

y se hacen públicos. Ya que se canceló el proyecto
25

. 

Ambas obligaciones, tanto la consulta como la EIS, son obligaciones reglamentadas por la 

reforma energética que explicaré a continuación. La reforma energética de 2014 no sólo 

privatizó el emblema del nacionalismo mexicano, el petróleo, sino que creo diferentes 

mecanismos jurídicos que dieran “certidumbre jurídica” a las inversiones privadas, extranjeras 

                                                           
22

 El gobierno mexicano y el EZLNA firmaron en 1996 un acuerdo, los llamados Acuerdos de San Andrés; en el 

que el gobierno mexicano se comprometía a reconocer a las comunidades indígenas como sujetos de derecho. Al 

mismo tiempo que se comprometía a garantizar tanto al reconocimiento del derecho de autonomía, como a 

garantizar la creación de las condiciones sociales, jurídicas, económicas y políticas para su ejercicio pleno. Sin 

embargo, desde esa fecha el gobierno no sólo no ha reconocido los derechos que firmo y acordó, sino que no ha 

creado los mecanismos necesarios para su ejercicio.  
23

 Existen numerosos informes de organizaciones sociales que acompañaron el proceso de consulta que así lo 

denuncian. Para el que quiera profundizar más sobre este tema, se recomienda revisar los informes de las 

siguientes ong´s: Prodesc, Fundar y Poder; así como la nota de Burnett, Victoria. Los parques eólicos generan 

prosperidad en Oaxaca, pero no para todos. The New York Time, 1 de Agosto de 2016.  

<https://www.nytimes.com/es/2016/08/01/los-parques-eolicos-generan-prosperidad-en-oaxaca-pero-no-para-

todos/>. 
24

 EIS que no fue entregada 90 días antes de iniciarse el proceso de consulta. Tal y como lo establece el artículo 

120 de la Ley de Energía, como el artículo 102 del reglamento de la ley mencionada. 
25

 En la siguiente dirección se pueden descargar varios documentos: <http://www.iadb.org/es/proyectos/project-

information-page,1303.html?id=ME-L1107>. En dichos documentos, se puede observar muchas cosas, pero dos 

son muy significativas: 1. Que los estudios que se presentan para el proyecto de Juchitán para las autorizaciones 

de los proyectos, son los mismos que se presentaron para el proyecto de San Dionicio del Mar. Y 2. Los 

documentos y estudios que se presentan, tienen una carga ambiental enorme. Son estudios de aves, murciélagos 

y ambientales en general; pero no hay ningún documento o estudio de los impactos social. Ni siquiera porque la 

reforma energética establece como requisito la EIS. 

https://www.nytimes.com/es/2016/08/01/los-parques-eolicos-generan-prosperidad-en-oaxaca-pero-no-para-todos/
https://www.nytimes.com/es/2016/08/01/los-parques-eolicos-generan-prosperidad-en-oaxaca-pero-no-para-todos/
http://www.iadb.org/es/proyectos/project-information-page,1303.html?id=ME-L1107
http://www.iadb.org/es/proyectos/project-information-page,1303.html?id=ME-L1107
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o nacionales, para desarrollar proyectos en tierras ejidales y comunales
26

. La reforma 

energética en general, pero la nueva ley de energía eléctrica estableció la obligación de la 

consulta y la evaluación de impacto social. Todo esto, con el fin de dar cumplimiento a las 

obligaciones en materia de derechos humanos, pero sobre todo, con la intención de 

“involucrar a comunidades vulnerables en los proyectos de desarrollo”. Lo que en real politik 

se traduce en dar certidumbre jurídica a los inversionistas de que sus inversiones no serán 

puestas en riesgo ni amenazadas por ningún actor social o político, ni por ningún 

procedimiento judicial, pues en apariencia, todos los derechos de la sociedad “están 

garantizados” en derecho, pero no en los hechos. 

Pero a pesar de la reforma y la obligatoriedad de la consulta y la EIS, no hay certidumbre 

jurídica para ninguna de las partes, ni para los inversionistas, ni para los propietarios de las 

tierras, ni para las autoridades municipales que son las que dan los permisos de cambio de uso 

de suelo y de construcción
27

.     

La Reforma energética impulsó un proceso legislativo -no finalizado aún, pues se espera una 

nueva ley agraria que facilite los mecanismos de privatización de las tierras ejidales y 

comunales que intensificará la puesta en marcha de proyectos de energía e infraestructura- 

con la finalidad de dar certidumbre jurídica  a los inversionistas, no a las comunidades. Se 

estableció un protocolo de consulta, pero no se reconoció y legislo el derecho de 

consentimiento. Tampoco se ha hecho nada para superar el rezago agrario. La incertidumbre 

jurídica de muchas tierras ejidales y comunales sigue vigente y el caso de Juchitán es 

emblemático. Además, no se ha garantizado el derecho de autodeterminación de los pueblos 

por la vía de la autonomía. Por el contrario, se han creado leyes que permiten y profundizan 

más el despojo de tierras y territorios indígenas, al mismo tiempo que se niegan derechos de 

autonomía (limitadamente reconocidos en la propia constitución) reconocidos en los tratados 

internacionales firmados por México. 

Mientras no se garanticen los derechos de propiedad y de gobierno de las comunidades 

indígenas no habrá condiciones mínimas de justicia, seguridad y paz que garanticen la sana 

convivencia social. Si no hay lo anterior, es imposible  comenzar a diseñar estrategias viables 

que permitan la puesta en marcha de proyectos sustentables que fomenten el uso de energías 

renovables capaces de aportar a una paulatina transición energética
28

  justa y digna en 

términos sociales y no solamente en términos ecológicos. 

                                                           
26

 Recordemos que el 50% del territorio nacional es propiedad social y está en manos de ejidos y comunidades. 

Y en dicho 50 % está el 80% de los bosques y selvas, en donde no sólo hay una riqueza biológica extraordinaria, 

sino también energética, mineral y turística. 
27

 El alcalde de Juchitán, que gobernó de 2014 a 2016 y que entró en funciones después de que los permisos 

municipales fueran entregados a Eólica del Sur, en una manifestación en la capital de Oaxaca, denunció que no 

hay un tabulador a nivel nacional para definir los porcentajes de impuestos que deben cobrar los municipios para 

otorgar los permisos de construcción y de cambio de uso de suelo. Rodríguez, Oscar. Alcalde de Juchitán se 

opone a parque eólico. Milenio Diario, 30 de marzo de 2015.  

<http://www.milenio.com/estados/Alcalde_de_Juchitan_se_opone_a_parque_eolico-

Saul_Vicente_Vazquez_protesta_0_490750955.html>.   
28

 El gobierno Mexicano de las dos últimas administraciones, busca alcanzar dicha transición energética no por 

motivos ecológicos, sino porque los recursos petroleros se están agotando y los que quedan, se han entregado al 

sector privado trasnacional. En el año 2008 se publicó la Ley para el Aprovechamiento de Energías Renovables y 

el Financiamiento de la Transición Energética, como un marco jurídico que permitiera la posterior  Reforma 

Energética de 2014. Dicha reforma, puso en marcha una Estrategia Nacional de Transición Energética y 

Aprovechamiento de la Energía (2014), con el fin de alcanzar que el 33% de la electricidad en México sea 

producida por energías renovables para 2018. 

http://www.milenio.com/estados/Alcalde_de_Juchitan_se_opone_a_parque_eolico-Saul_Vicente_Vazquez_protesta_0_490750955.html
http://www.milenio.com/estados/Alcalde_de_Juchitan_se_opone_a_parque_eolico-Saul_Vicente_Vazquez_protesta_0_490750955.html
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Conclusiones 

Desde el IGP el conflicto generado por el proyecto eólico en Juchitán es, como se señaló en 

esta ponencia como en la anterior, sólo la punta del iceberg de un conflicto social más 

profundo. Es parte sustantiva de lo que denomino un conflicto socioterritorial que se 

caracteriza por la negación de los derechos socioterritoriales de las comunidades Binniza de 

Juchitán. Es un conflicto que niega derechos tanto de propiedad, como de soberanía a la 

comunidad Binnizá de Juchitán. Un conflicto socioterritorial que se manifiesta claramente al 

observar el rezago agrario existente en el Ejido Juchitán, el cual a pesar de tener todos los 

documentos legales que acreditan su propiedad comunal, como lo es la Resolución 

Presidencial de 1964, esta no ha sido ejecutada en el terreno. En donde sus más de 68 mil 

hectáreas reconocidas por ley están en la incertidumbre jurídica, pues la comunidad no cuenta 

con su plano de ejecución. Condición que permite el continuo despojo de los recursos y 

bienes de la comunidad Binnizá de Juchitán. Al mismo tiempo de lo anterior, la violencia 

tanto directa como indirecta que ejercen sobre los miembros de la comunidad los caciques 

locales y regionales en complicidad con autoridades de los tres niveles de gobierno, ha 

impedido que la comunidad actualice su censo, nombre a sus propias autoridades a través de 

sus sistemas normativos propios, y lo más importante, convoque de manera civil y pacífica a 

su Asamblea General. La asamblea general es la máxima autoridad tanto agraria, como civil y 

política dentro del modo de vida comunal de los pueblos indígenas de raíz mesoamericana. 

Asamblea que, en condiciones sanas de ejercicio de la soberanía comunal Binniza, tiene las 

atribuciones legales y legítimas para convocar a asambleas ordinarias y extraordinarias que 

nombren autoridades agrarias, civil y políticas, en el ejercicio pleno de su derecho de 

autodeterminación por la vía de la autonomía. Mientras no se reconozcan los derechos de 

propiedad y de soberanía de la comunidad de Juchitán, no se podrá transformar el conflicto 

socioterritorial, ni se podrá instalar ningún parque eólico ni ningún proyecto de manera justa y 

digna en la comunidad. Si no hay representación legal ¿a quién se consulta?, ¿quién da el 

consentimiento?  Si no hay una autoridad nombrada bajo los propios sistemas normativos de 

la comunidad Binnizá de Juchitán, no hay un ejercicio pleno del derecho de soberanía social, 

de autodeterminación y de autonomía. Si no hay una autoridad nombrada bajo los propios 

esquemas de la comunidad Binnizá de Juchitán no hay una satisfacción de las necesidades de 

bienestar  (identidad y libertad) que señala Galtung, y tampoco hay la posibilidad de ejercer 

las garantías constitucionales básicas.  Si no se puede garantizar el ejercicio pleno de la 

autonomía comunitaria a través de la asamblea general de ejidatarios y/o comunero es 

imposible garantizar los derechos de bienestar, identidad y libertad, de la comunidad Binizzá 

de Juchitán. Si no se pueden ejercer las garantías de bienestar, identidad y libertad, es decir, si 

no se pueden ejercer los derechos de propiedad y de soberanía, no se puede ejercer 

plenamente la territorialidad social. Si esto es así, es imposible ejercer los derechos 

socioterritoriales de las comunidades de los pueblos indígenas reconocidos en el convenio 

169 de la OIT y en los Acuerdos de San Andrés.  

Por tal razón, el cumplimiento de los Acuerdos de San Andrés por parte del Estado Mexicano 

no sólo es una necesidad urgente, sino una condición y requisito de  paz. Dichos acuerdos, 

siguen siendo hoy en México, el mejor  instrumento jurídico capaz de brindar condiciones de 

paz, pues no sólo le brinda personalidad jurídica a las comunidades indígenas como sujetos de 

derecho, sino que garantiza el ejercicio del derecho a la libre autodeterminación por la vía de 

la autonomía. Reconociendo y respetando sus sistemas normativos propios, sus formas de 

gobierno comunitarias, sus estrategias y modelos  de seguridad, educación y salud, entre otras. 

Si garantizamos los derechos socioterritoriales, de propiedad y de soberanía de las 

comunidades indígenas, tendremos condiciones para iniciar cualquier diálogo y cualquier 
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negociación que permita construir acuerdos sólidos y duraderos que aporten al diseño de 

proyectos de desarrollo local y comunitarios no sólo sustentables ecológicamente hablando, 

sino socialmente. Proyectos que sean justos y dignos para todas las partes involucradas. A eso 

le apuesta la propuesta de geografía para la paz del IGP.  
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